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se la apertura de un período extraordinario de prueba
(art. 28.2 del citado Reglamento).

Por lo que cabe estimar en definitiva, que existe una
suficiente posibilidad de ejercicio del derecho de defensa
así como del derecho al empleo de los medios de prueba
pertinentes por parte del trabajador que solicita la garan­
tía de sus salarios durante la imprescindible tramitación
del procedimiento administrativo, previo al potestativo
proceso judicial que, en su caso, se inicie de presentarse
una reclamación contra el Fondo al amparo de la legis­
lación laboral y por diferencias en la procedencia o en
la cuantía de las indemnízaciones. Esta posíbilidad de
contradicción en la tramitación del procedimiento y, en
concreto, en relación con las afirmaciones de hecho que
consten en el expediente, así como la llropia finalidad
del FOGASA, justifican en este caso la presunción de
certeza o veracidad de las mismas.

Ha decidido

Que no ha lugar a declarar la inconstitucionalidad
del arto 23.3 de la Ley de Procedimiento Laboral.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid, a diecisiete de marzo de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Luis López Guerra.-Fernando Garcla-Mon
y González-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Eu­
genio Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente
Gimeno Sendra.-José Gabaldón López.-Rafael de Men­
dizábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Pedro
Cruz Villalón.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firmado y rubri­
cado.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia
núm. 329, de 12 de noviembre de 1993, del Tribunal
Constitucional. publicada en el Suplemento al «Boletin
Oficial del Estado.. núm. 295, de 10 de diciembre
de 1993, se transcriben a continuación las oportunas
correcciones:

En la página 37, primera columna, primer párrafo,
línea 10, donde dice: «de 12 de marzo». Debe decir:
«de 22 de marzo...

Advertidos errores en el texto de la Sentencia
núm. 327, de 8 de noviembre de 1993, del Tribunal
Constitucional. publicada en el suplemento al «Boletín
Oficial del Estado.. núm. 295, de 10 de diciembre
de 1993, se transcriben a continuación las oportunas
correcciones:

En la página 30, primera columna, segundo párrafo,
línea 8, donde dice: «por la L.O. 10/1992». Debe decir:
«por la Ley 10/1992...

B) Ya dentro del proceso laboral. -que es lo que
aquí interesa-, la presunción legal iuris tantum de cer­
teza de las afirmaciones de hecho contenidas en el expe­
diente y en las que se haya fundamentado la resolución
del mismo, debe ser leída conjuntamente con el art. 33,
apartado 2.0

, del Estatuto de los Trabajadores en el cual
se afirma que el FOGASA abonará indemnizaciones «re­
conocidas como consecuencia de Sentencia.. o resolu­
ción administrativa a favor de los trabajadores. De mane­
ra que cuando el origen de la obligación de pago sub­
sidiario del Fondo proceda del reconocimiento de las
indemnizaciones en una Sentencia previa, las circuns­
tancias de hecho que consten probadas en ella deben
prevalecer a efectos probatorios en la posterior recla­
mación judicial contra el FOGASA frente a las que figuren
en el expediente administrativo. Lo que se desprende
de una interpretación sistemática de ambos preceptos
legales encaminada a preservar el valor de cosa juzgada
propio de las resoluciones judiciales, que se vería vio­
lentado de ser interpretado el precepto legal cuestionado
en sentido contrario y poderse alterar en una resolución
administrativa los extremos fácticos probados en una
resolución judicial firme. Una interpretación que, por otra
parte, es admitida por el propio Abogado del Estado
y el Fiscal General del Estado.

Por tanto, difícilmente puede resultar violada la obli­
gación constitucional de cumplir las Sentencias firmes
que el art. 118 C.E. garantiza, y que el juzgador invoca,
ni viene conculcado el derecho fundamental a que se
ejecute lo resuelto por Sentencia (art. 24.1 C.E.). Ni,
menos aún, se produce una situación de indefensión
del trabajador como consecuencia de la reapertura del
proceso y de la desaparición de la eficacia de cosa juz­
gada, cuyo efecto negativo determina la imposibilidad
de que se produzca un nuevo pronunciamiento sobre
el tema (STC 77/1983, fundamento jurídico 3. 0

).

6. Ha de concluirse, pues, de cuanto se ha dicho,
que el arto 23.3 L.P.L., no viola la igualdad de armas
de las partes en el proceso, ni causa indefensión alguna
(art. 24.1 C.E.); no vulnerando tampoco la obligación
constitucional de dar cumplimiento a las Sentencias fir­
mes (art. 118 de la Norma fundamental).

FALLO

8340

8341

8342

CORRECCION de errores en el texto de la Sen­
tencia núm. 327/1993 de 8 de noviembre
de 1993, del Tribunal Constitucional, publi­
cada en el Suplemento al «Boletln Oficial del
Estado» núm. 295, de 10 de diciembre
de 1993.

CORRECCION de errores en el texto de la Sen­
tencia núm. 329/199;1, de 12 de noviembre
de 1993, del Tribunal Constitucional, publi­
cada en el Suplemento al «Boletln Oficial del
Estado» núm. 295, de fecha 10 de diciembre
de 1993.

CORRECCION de errores en el texto de la Sen­
tencia núm. 330/1993, de 12 de noviembre
de 1993, del Tribunal Constitucional, publi­
cada en el Suplemento al «Boletln Oficial del
Estado» núm. 295, de fecha 10 de diciembre
de 1993.

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORlOAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia
núm. 330, de 12 de noviembre de 1993, del Tribunal
Constitucional, publicada en el suplemento al «Boletín
Oficial del Estado" núm. 295, de 10 de diciembre


